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Condena a Indemnización moratoria desconociéndose el hito inicial del contrato          de trabajo: El llamado a los jueces y juezas, que el Tribunal ha hecho en diversas ocasiones, para que la declaración acerca de la existencia del contrato de trabajo, no resulte huera y sin contenido real, por el hecho de no haberse acreditado fehacientemente los extremos cronológicos de la relación laboral, o uno de ellos, aspecto del que no escapan los asuntos que se escudriñan con el enfoque diferencial de la perspectiva de género, como el evento de las empleadas doméstica; y en el sentido de que no se escatime o ahorre esfuerzo probatorio alguno que apunte a dilucidar los citados hitos temporales; no puede servir, tal llamado, para que, a cambio, de que se fracase al desplegarse esa actividad judicial, se imponga la sanción moratoria, so pretexto, de que el contrato de trabajo existió y que por ende, en la mera teoría el obligado es deudor del pago de salarios y prestaciones sociales, o que evadió dicho pago, sin que se concrete la deuda en cifras reales, que le permita al obligado conocerla y así satisfacerla en un momento dado, y por contera, atajar la sanción moratoria, pues, de lo contrario, esta se tornaría perenne o vitalicia.
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AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, hoy quince (15) de diciembre de dos mil dieciséis (2016), siendo las siete y treinta minutos de la mañana (7:30 a.m.) los magistradas y el magistrado ponente de la Sala de Decisión No.3 de la Sala Laboral del Tribunal del Distrito Judicial de Pereira, declaran formalmente abierto el acto, para decidir el recurso de apelación interpuesto por ambas partes en contra la sentencia proferida el 19 de agosto de 2015 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Alba Inés Valencia Osorio  contra Sandra Lucía López Clavijo-.-.-.-.-.-. .-.-. -.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.- 
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

Se narran los antecedentes antes del traslado para alegar.
La demandante, Alba Inés Valencia Osorio, persigue que se declare que entre ella y Sandra Lucía López Clavijo, existió un contrato de trabajo, entre el 1 de enero de 1995 al 17 de marzo de 2014, como consecuencia, solicita que se condene a la demandada al pago de cesantías, intereses sobre éstas, vacaciones, indemnización por terminación injusta del contrato, diferencia salarial a partir de 2007, pensión sanción, indemnización por no pago de auxilio de cesantías, calzado y vestido de labor, indemnización moratoria de que trata el artículo 65 del C.S.T. y las costas del proceso.
Las preconcebidas súplicas se apuntalan en que fue contratada como empleada del servicio doméstico, el 1 de enero de 1995 por los esposos, Alicia Clavijo y Mario López, hoy fallecidos, padres de la demandada, quien fue empleadora en sustitución de aquellos, asumiendo, igualmente, el cuidado del menor Juan Camilo Quiceno López, en el barrio Providencia de esta ciudad, de lunes a viernes, en el horario de 8 a.m. a 6 p.m., y sábados de 10 a.m. a 4 p.m., percibiendo por último un salario $440.000, siendo inferior al mínimo legal a partir de 2007, y que su despidió se dio de manera unilateral, sin justa causa y sin mediar argumento alguno por escrito. 

En la respuesta allegada por la demandada, se opuso a las pretensiones y, aceptó que la demandante, de manera eventual prestó servicios en la casa de habitación de los padres de la actora, en el área de aseo, negó el hito inicial, empero aceptó que el 17 de marzo de 2014, fue el último día que Alicia Inés, realizó aseo en dicha residencia; que se le explicó que Sandra Lucía no tenía dinero para seguir pagándole los días que prestaba esporádicamente el servicio, pero que la demandada le ofreció pagarle de manera proporcional a los días laborados, sin que su oponente aceptara; niega que Alicia Inés hubiera cumplido horarios, dado que esta terminaba la labor y se iba; que la demandante por sus servicios esporádicos recibía $15.000 aproximadamente; acepta que tiene conocimiento que Valencia Osorio, prestó los servicios a los padres de la accionada, de manera interrumpida, y solamente algunos días del mes, sin embargo, desconoce quién y de qué forma se pagó la remuneración, sin que mediara continuidad entre ese período y el prestado esporádica y directamente a la demandada, pues, al deceso de aquellos, Alba Inés, no trabajaba para los mismos, y fue al tiempo que ella solicitó nuevamente empleo. Propuso como excepciones: falta de legitimación por pasiva, cobro de lo no debido, inexistencia de las obligaciones, mala fe de la demandante y buena fe de la demandada (fls. 24 y ss).
II. SENTENCIA DEL JUZGADO

El Juzgado del conocimiento declaró la existencia del contrato de trabajo habido entre las partes contendientes, por sustitución patronal, condenó a la demandada a la sanción moratoria, a partir del 18 de mayo de 2014 hasta cuando se  hiciera efectivo el pago de las acreencias laborales, negó las demás pretensiones, condenó en costas a la demandada en un 80%.
En su discurrir dio por acreditada la prestación personal del servicio, puesto que en su sentir, Alba Inés Valencia, trabajó en la casa de Sandra Lucía López, desde que los padres de ésta estaban vivos, sin embargo, señaló que no se ofrecieron fidedignos los extremos cronológicos de la relación, las fechas de la enfermedad y de la muerte de los padres de la accionada; aspectos no dilucidados con los elementos suministrados por la actora, ni con la de los testimonios, en especial el vertido por Luz Daris Arenas, quien fue la que más se acercó a los cálculos de la demandante, pues, mientras ésta se refirió en un principio al mes de enero de 1995, luego aludió a febrero del mismo año, la deponente Luz Daris, había ubicado el inicio de la relación en 1996, además, apuntó que el vínculo fue al principio por días y luego permanentemente, por lo que para la falladora solo le quedó claro el hito final, esto es, el 17 de marzo de 2014, por no haberse ofrecido discusión sobre dicho tópico, por lo que pese a ello, adujo que no era posible especular acerca de la fecha real de la relación laboral, empero, que como el caso se inscribía en los contorno de la perspectiva de género, en orden a la no discriminación de las mujeres dedicadas a tales labores, con arreglo a pasajes que trajo de una providencia, dictada por la mayoría de esta Sala, y  a sabiendas de la certeza del mojón final, de la sustitución patronal, de que el servicio no se prestó con exclusividad y, de que no se le habían cancelado sus prestaciones sociales, dado que la demandada evadió su pago, dispuso únicamente como condena: la sanción moratoria. 
Inconformes con la decisión, ambas contendientes enfilaron la alzada; la demandante, para que se le reconozca: el auxilio de cesantía, intereses a las mismas, vacaciones, indemnización por despido injusto, la pensión sanción, la indemnización por no pago de las cesantías, la diferencia de los salarios percibidos, y calzado y vestido de labor. Disiente de la valoración de la prueba testimonial, por cuanto la deponente Luz Daris había relatado en su versión, que conoció a la actora, en el hogar de la demandada desde 1995; que por contraste los postulados por su oponente, dejaron de expresar que la relación se hubiera interrumpido, aunado a que el declarante César Humberto, relacionó que había conocido a la actora hace 10 años, y Diego Fernando Álvarez, desde 2004, pues, iba a la casa donde trabajaba Alba Inés, una vez al mes, a cobrarle las boletas o rifas. Aseveró que le asiste el derecho a reclamar la pensión sanción, por cuanto la actora laboró en la casa de la demandada desde 1998, dado que antes había laborado por días.
Por su lado, la demandada pide la revocatoria de la única condena, bajo, según ella, el mismo estudio de la jueza, puesto que no es dable al fallador establecer o dar certeza de las relaciones laborales, o de su hito inicial, cuando la parte demandante se ha quedado corta para establecerlo, sin que valga la suposición  de que Alba Inés, prestó el servicio 8 horas, para una sanción de más de 20 mil pesos diarios, a más de que no se declaró la jornada laboral; que la demandante reconoció que trabajó en otras partes, sin que se presentara la coexistencia de contratos, puesto que la actora, dijo que no iba donde Sandra y se iba a prestar el servicio en otros lados. Solicita que se revoque las costas, para que estas en su caso, no superen el 20 % de favorabilidad, y no el 80% como se plasmó en el proveído atacado.
CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico.

¿Es viable jurídicamente que se mantenga la sanción moratoria, sin que se hubiese comprobado uno de los extremos cronológicos de la relación laboral?. ¿En efecto quedó sin establecerse el hito inicial?. ¿Son procedentes las declaraciones y condenas cuando la trabajadora apenas laboró uno o unos días por semana?. 
2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.
El punto a desentrañar es, si en efecto o no, la actora cumplió labores subordinadas en la residencia de la accionada, siendo de advertir que sobre la sustitución patronal, nada se auscultará dado que no hubo ataque sobre ese tópico.
Del recorrido precedente, se tiene que para la a-quo, pese a la comprobación del servicio prestado por la actora en dicha residencia, en los menesteres domésticos, la promotora del litigio no acreditó el mojón inicial, lo que sumió en la incertidumbre la relación misma, en su conjunto, en la medida en que resulta imposible liquidar los rubros laborales presuntamente causados, lo que para la funcionaria de primer grado, no fue óbice para fulminar la condena por concepto de indemnización moratoria, por cuanto se tiene certeza acerca:

(i) Del mojón final, (ii) de la sustitución patronal, (iii) de que el servicio no se prestó con exclusividad, (iii) que no se habían cancelado las prestaciones sociales, y iv) que la demandada evadió el pago de tales prestaciones.
A su vez, la demandada finca su recurso en orden a derruir tal condena, con los propios razonamientos de la judicatura, pues, añade que la demandante quedó corta al momento de evidenciar la duración del vínculo laboral, por lo que sin ese dato y, sin que se hubiera establecido la jornada laboral de 8 horas, estima que no milita justificación para la imposición de una sanción de más de 20 mil pesos diarios.

De su lado, la demandante exhibe una apreciación de los declarantes recaudados en la actuación, diferente a la valoración elaborada por la primera instancia, la cual critica por no haber concluido con ella, que sin dubitación se ofrecía el mojón inicial, y por ende, se debía acceder al reconocimiento de los rubros demandados inicialmente, examen que es de orden prioritario efectuar en este segundo grado, puesto que ciertamente, la condena impuesta por la a-quo, es insostenible, en la medida en que para emitirse una condena tal, es por cuanto se sustente en contra del empleador, una obligación concreta por concepto de salarios y prestaciones sociales a la finalización del nexo laboral, aunado a la ausencia de la buena fe del deudor.

Dicho de otro modo, no se puede sostener por sí sola la indemnización moratoria, puesta que ésta depende, a su turno, de las eventuales condenas que por salarios y prestaciones sociales, aunada a la ausencia de buena fe, hubiere el empleador, dejado de cancelar al trabajador al finalizar el nexo laboral, y en este evento, sin que tal deuda por salarios y prestaciones se traduzca en un contenido económico, concretado en guarismos reales de significación monetaria, la indemnización moratoria, jamás podría detenerse y menos, satisfacerse por el obligado, en la medida en que no habría un equivalente económico, estimado en cifras reales y concretas con que se pueda pagar la deuda principal que le sirve de sustento a la indemnización.

En estas circunstancias, tal como la dispuso la a-quo, la sanción moratoria resultaría perenne o vitalicia, con grave detrimento del deudor, pues, al paso que se le podría ejecutar por los salarios diarios que correrían a partir del finiquito contractual (sanción moratoria), con independencia del monto a que le sirve de sustento o garantía, no podría saber, en cambio, el estimativo de este monto por salarios y prestaciones sociales, con el propósito de satisfacerlos, y por contera, ponerle límite a la susodicha sanción moratoria.

De tal suerte, que el llamado a los jueces y juezas, que el Tribunal ha hecho en diversas ocasiones, para que la declaración acerca de la existencia del contrato de trabajo, no resulte huera y sin contenido real, por el hecho de no haberse acreditado fehacientemente, los extremos cronológicos de la relación laboral, o uno de ellos, aspecto del que no escapan los asuntos que se escudriñan con el enfoque diferencial de la perspectiva de género, como el evento de las empleadas doméstica; y en el sentido de que no se escatime o ahorre esfuerzo probatorio alguno que apunte a dilucidar los citados hitos temporales; no puede servir, tal llamado, para que, a cambio, de que se fracase al desplegarse esa actividad, se imponga la sanción moratoria, so pretexto, de que el contrato de trabajo existió y que por ende, en la mera teoría el obligado es deudor del pago de salarios y prestaciones sociales, o que evadió dicho pago, sin que se concrete la deuda en cifras reales, que le permita al obligado conocerla y así satisfacerla en un momento dado.

Por ello, la Sala acometerá el análisis al material probatorio, tal cual lo depreca la otra recurrente, la demandante, en orden a establecer si la primera instancia erró en su juicio al echar de menos el primer mojón del nexo contractual.

Sobre este particular, de la declaración de parte rendida por la demandada, se extracta, que es muy leve el reconocimiento que hace en favor de la actora, en cuanto al tiempo en que ésta prestó sus servicios en la residencia de los padres de la accionada, puesto que afirma que su oponente laboró en un colegio, y también al servicio de otras dos personas.

La demandante, por su lado, adujo en su declaración que empezó a laborar en la residencia de los padres de la demandada en febrero de 1995, por días; que alcanzó a tener un horario, primero de 8 a.m. a 3 p.m., y luego de 8 a.m. a 6 p.m., que a cambio recibía $110.000, semanales, incrementados en $10.oo anualmente; no obstante, reconoció que por recomendación de la misma demandada, trabajó, igualmente por días, en las residencias de Marta Lucía Hincapié y Sergio Tamayo, así como en un colegio, después de las 3 p.m., esto es, luego de que cumpliera el primer horario en la residencia de la accionada.

La deponente, Luz Daris Arenas Mesa, pensionada, conoció a Alba Inés en 1996, por cuanto la exponente, laboraba en otra casa, cercana a la de la demandada, desde 1990 o 1991 y por espacio de 14 años, por lo que Luz Daris entraba a visitar a los dueños de casa y, veía allí a Alba Inés, que a ésta le tocaba realizar todas las labores domésticas y cuidar al hijo de la demandada, que en razón a haberse pensionado dejó de frecuentar esa residencia hace 7 años (declaró el 19 de agosto de 2015), y que en 2014, estando en el barrio Cuba, donde reside la declarante, se enteró de la desvinculación de la actora.

La declarante, Ana María Méndez Escudero, vecina y amiga de la demandada desde hace 33 años, y a quien visitaba con frecuencia; abonó que veía a Alicia Inés en esa residencia una o dos veces al mes, en horas de la tarde “unas veces iba unos días otros no”, puesto que trabajaba en otras partes, Marta Lucía Hincapié y Sergio Tamayo; refirió que Sandra Lucía no tenía para pagar a empleada de tiempo completo.
La otra deponente, Sandra Milena García Valencia, hija de la demandante,  expuso que se casó en diciembre 1996, época para la cual su progenitora ya laboraba en la residencia de Sandra Lucía, de tiempo fijo, de  7 u 8 a.m. a 6 p.m., hasta marzo de 2014, devengando un salario semanal de $110.000; que Alicia Inés no prestó  sus servicios a otras personas, y que fue contratada por la madre de Sandra Lucía. 

El declarante César Humberto Agudelo, de oficio independiente, residente en el barrio providencia, en casa contigua a la de Sandra Lucía Alba López, refirió que Alicia Inés Valencia, iba donde Sandra Lucía y su grupo familiar integrado con los padres de ésta, vecinos de toda la vida del deponente; anotó que Mario López, padre de la demandada murió hace unos 3 años (declaró el mismo 19 de agosto de 2015); añadió que no siempre habían personas haciendo oficios donde Sandra; que únicamente veía a Alicia Inés desde hace unos 10 años, una vez a la semana, a partir de las 9 o 10 de la mañana.  

Diego Fernando Álvarez Toscón, vendedor de boletas y rifas, residente en  Dosquebradas; anotó que a partir de 2004 Alba Inés Valencia, fue su cliente, razón por la cual le cobraba, una vez al mes, en la residencia de Sandra Lucía López, la boleta o rifa de un carro en el mes de junio, y otro en Diciembre.

De tales deponencias fácil resulta observar la división en dos grupos, Es así como el primero, que apoya la posición de la demandante está integrado, por la hija de esta, Sandra Milena García, y Luz Daris Arenas y Diego Fernando Álvarez.

Al paso que el segundo grupo está integrado por los declarantes, que están del lado de la posición de la demandada: Ana María Méndez Escudero, y César Humberto Agudelo. Todos sin embargo, advirtieron la presencia de Alicia Inés Valencia, en el hogar de la demandada, realizando menesteres domésticos, sin que exista uniformidad en el sentido de que las mismas hubieren sido continuas al menos de un tiempo para acá, por lo que no resulta de recibo declarar que el servicio que prestó Alicia Inés a Sandra Lucía y a los padres de ésta, hubiese sido de tiempo completo de Lunes a sábado, y menos desde el 1 de enero de 1995, como se impetra en la demanda. 

Tal declaración no resulta del análisis que en conjunto se efectúa de la testimonial vertida en este asunto, puesto que aún la propia demandante afirma, que su relación con los padres de la accionada y luego con ésta, se inició con labores por días, y que más tarde se convirtieron en permanentes, esto es, que cubrían todos los días de la semana laboral, sin especificar la fecha a partir de la cual operó ese cambio. 

La hija de aquella, aseveró que su progenitora se desempeñó en la residencia de la demandada de tiempo completo o fijo, por lo menos desde diciembre de 1996, cuando la exponente contrajo nupcias, por cuanto para esa época ya se encontraba Alicia Inés laborando allí; y que además, el horario se extendió de 7 u 8 a.m., hasta las 6 p.m., y, que su progenitora no había prestado sus servicios en otras residencias.

Sometida al tamiz de la crítica esta versión, ciertamente no resulta bien librada, si se compara con el dicho de la demandante, puesto que Sandra Milena García, desconoció que su progenitora, había aceptado en su declaración de parte que había laborado, igualmente, por días, y que también lo había hecho, en otras dos residencias y en un colegio.

Ahora bien, si el horario tuvo esa intensidad, no existía la posibilidad de que Alicia Inés, se hubiera desempeñado por ese tiempo, en labores al servicio de otras personas, como en efecto lo hizo en las residencias de Marta Lucía Hincapié, y Sergio Tamayo, amén del Colegio Diocesano, tal como lo afirmara la demandada, lo corroborara la declarante Ana María Méndez Escudero, y lo aceptara la propia demandante, en su declaración de parte. 

Empero, la demandante con el propósito de hacer creíble esta última circunstancia, sin desdibujar su relación contractual con la parte demandada, haciendo notar la coexistencia de contratos, luego de haber suministrado en la demanda ese horario único, relató en la versión dada en su interrogatorio de parte, otro horario diferente, al principio de la relación  que iba de las 8 a.m. a las 3 p.m., en orden a pregonar que a partir de las 3 p.m., prestó sus servicios en el Colegio Diocesano, y que sólo cuando hubo de terminarse éste, fue que el horario con la demanda se extendió hasta las 6 p.m.
Tal acomodamiento del horario, distinto al plasmado en el libelo inaugural del proceso, no explica, entonces, a qué horas realizaba sus labores al servicio de otras dos personas: Marta Lucía Hincapié y Sergio Tamayo, como sin asomo de duda se ofrece en el plenario que prestó estos otros servicios a terceros. Luego, entonces, nada creíble resulta, el hecho de que Alicia Inés, hubiere laborado de manera permanente y diario, en la residencia de la demandada y los padres de esta. 

En orden a completar la crítica al grupo que apoya la posición de la actora, se observan los dichos de la declarante, Luz Daris Arenas Mesa, quien más cerca estuvo del hito referido en la demanda, pues, refirió que había conocido a Alicia Inés, laborando en la residencia de la pasiva en esta contención desde 1996, sin especificar mes y día, puesto que igual que la actora, prestaba los mismos servicios en una residencia vecina, no obstante, si de su versión se pudiera deducir que Alicia Inés, trabajaba diariamente, en el horario intensivo descrito en la demanda, admitiría idéntica crítica a la elaborada arriba a la propia versión de la demandante y de la hija de ésta. 
Además, la declarante, tuvo muy presente, que se ausentó definitivamente de esa vecindad, cuando se jubiló, esto es, 6 o 7 años antes de haber prestado la declaración el 19 de agosto de 2015, que más o menos coincide con la edad del menor hijo de Sandra Lucía, según la deponencia de Ana María Méndez, por lo que no puede ser muy referente, como lo hizo, acerca de los cuidados que tuvo la actora con el citado menor.

  Ahora, en cuando a la declaración de Diego Fernando Álvarez Toscón, éste es apenas referente del hecho de que la actora se desempeñaba en el hogar de la demandada, a partir de 2004, sin indicar mes y día, aunado a que por el hecho de que el deponente hacía presencia, en esa residencia, para cobrarle a Alicia Inés, una vez al mes el valor de la boleta o rifa de un carro, ello no es indicativo que el servicio que 
aquella prestaba en esa residencia, lo fuera de manera diaria de Lunes a Sábado.  
Del cotejo, entonces, de ambos grupo de deponentes, evidentemente, se concluye como se ha expuesto atrás, que la demandante, prestó efectivamente, sus servicios en las labores hogareñas de la residencia de la demandada, sin embargo, por lo dicho no milita que tales servicios se dieron a partir de enero de 1995, como se solicita en el escrito demandatorio, ni de manera diaria, en el horario denunciado por la demandante, puesto, que es diáfano que Alicia Inés Valencia, fungió también, en labores idénticas, a favor de terceros: Marta Lucía Hincapié y Sergio Tamayo, amén de haber también servido en las instalaciones de un Colegio, lo que ciertamente, es indicativo, que no lo pudo hacer en la residencia de la demandada con la intensidad en la jornada y horario planteado en el libelo genitor, sino apenas por días. 
Arribado a este punto, y al darse mayor credibilidad a las deponencias postuladas por la accionada, la Sala se encuentra con la exposición hecha por el declarante, César Humberto Agudelo, quien con arreglo a la conclusión en precedencia, y en su condición de vecino de toda la vida, del sector en el que prestó el servicio la demandante, esto es, residente de la casa contigua a la de la demandada, refiere que Alicia Inés, asistía a una vez a la semana a la residencia de Sandra Lucía López, hecho que se venía presentando desde hacía 10 años atrás de la fecha en que rindió su testimonio, 19 de agosto de 2015.
En consecuencia, se declarará éste como hito inicial del vínculo laboral habido entre las contendientes, que por aproximación se ubica, entonces, el 30 de diciembre de 2004, el que, por lo demás, concuerda con el suministrado por el otro deponente, Diego Fernando Álvarez; puesto, que respecto del final, no se ofreció discusión alguna: 17 de marzo de 2014.
Sobre el particular, es de precisarse, que el hecho de que por haberse prestado el servicio una vez a la semana, no se desnaturaliza la existencia del contrato de trabajo, por una presunta ausencia de continuidad del servicio, en la medida en que de acuerdo al modo y tiempo como aquel se prestó, siempre se dio la susodicha continuidad, aunque sólo le asiste, el derecho a la remuneración de aquel día en que efectivamente se prestó el servicio, con arreglo a la obra sustantiva laboral, y con derecho al reconocimiento de las prestaciones sociales e indemnizaciones a que hubiere lugar, según dicho cuerpo normativo.      
Ello, también, se infiere de la sentencia C-823 de 4 de octubre de 2006, mediante la cual la Corte Constitucional estudió la exequibilidad del artículo 6 del C.S.T.
En cuanto a las diversas condenas que se impetran en la demanda, se accederá al reajuste salarial del 2014, por cuanto ambas convinieron que la actora percibió la cifra por día de $14.666 (o sea $440.000/30) o $15.000, según el hecho 14 y su respuesta, al paso que para esa época el salario mínimo legal diario era de $20.533, por lo tanto se debe una diferencia de $64.537, por los 11 días laborados desde el 1º de enero al 17 de marzo de 2014. 
Para los años precedentes las partes no suministraron el parámetro de comparación, como sí lo hicieron para 2014, por ende, se niegan estas diferencias por los que años que le antecedieron a dicho 2014.

En lo tocante a la indemnización por despido injusto, se tiene que enfrente de las inculpaciones que la demandante le reprocha a su adversaria procesal, en orden a que ésta fue la que dispuso la terminación del contrato de trabajo sin aducir una justa causa para ello, Sandra Lucía López, réplica en el hecho 7 que dicha terminación obedeció a que no tenía dinero con que seguir pagando los días que prestaba esporádicamente el servicio, lo que prueba que fue la accionada la que dispuso la terminación por confesión espontánea, no siendo ese motivo justo para la terminación del contrato. Por consiguiente, se impondrá condena, la cual se liquidará así: 
De conformidad con el artículo 64 del CST, literal a) se deben 30 días de salario por el primer año de servicio y 20 días adicionales por los años subsiguientes o proporcional por fracción de año. Como la demandante apenas laboró un total de 480 días entre los extremos antes señalados, la indemnización corresponde a 36.66 días, esto es, $752.752.
En lo que atañe con la pensión sanción, ésta no es de recibo por cuanto no se colman totalmente los requisitos que le permiten su viabilidad, acorde con el artículo 133 de la Ley 100 de 1993, que subrogó tanto el artículo 267 de C.S.T., como el 37 de la Ley 50 de 1990, dado que pese haberse acreditado el despido y la no afiliación al sistema general de pensiones, el vínculo laboral que aquí se declara solo se extiende del 30 de diciembre de 2004 al 17 de marzo de 2014, aunado a que la actora, dentro de este lapso, o aún en uno superior, no laboró diariamente, en orden a satisfacer 10 años o más continuos o discontinuos.
En el mismo sentido, se negará la prestación del vestido y calzado de labor, por cuanto, no milita el justiprecio de las prendas a deber por la demandada, en la medida en que no tiene sentido, otorgarla en especie, siendo que la relación laboral ya finiquitó. 
En cuanto a los demás pedidos, es menester adentrarse la Sala, primero, en la resolución del medio exceptivo de la prescripción, toda vez que su prosperidad total o parcial, influiría poderosamente en el valor final que se le otorguen a tales haberes laborales. Es así como tal medio posee la virtualidad de extinguir los reclamos por la falta de reclamo, pasados 3 años, desde que la prestación se hubiere hecho exigible, acorde con los términos de los artículos 488 del C.S.T. y 151 del C.P.L.S.S., de tal suerte que, como quiera que el contrato de trabajo finalizó el 17 de marzo de 2014, y la demanda se incoó el 4 de noviembre siguiente, todas aquellas prestaciones que fueren exigibles con antelación a ese día y mes del año 2011, se fulminarán con el fenómeno de la prescripción.

Naturalmente que el auxilio de cesantía y la compensación en dinero de las vacaciones, son exigibles a partir de la terminación del vínculo laboral, y por ello, no campea la prescripción en contra de tales reclamos.

En consecuencia, se procederá seguidamente a la liquidación de auxilio de cesantías, intereses sobre éstas, y compensación en dinero de vacaciones, con salario mínimo legal vigente, así: auxilio de cesantía $653.697, intereses a la misma $3.196 y, compensación en dinero de vacaciones $410.667, tal cual se ilustra en el cuadro elaborado por la Sala, el cual se pone de presente a los asistentes y hará parte integrante del acta final que se suscriba con ocasión de esta diligencia. 

En torno a la indemnización moratoria, o indemnización por no pago de cesantía, como se alude con impropiedad en el libelo introductorio, y de que trata el artículo 65 del C.S.T., con arreglo a la decantada y uniforme jurisprudencia sobre el tópico, es menester auscultar en el comportamiento del obligado a la finalización del nexo laboral, aparte de la existencia objetiva de la deuda, las posibles razones atendibles y serias, en las que se afincó su defensa para haber justificado, su omisión al pago de tales haberes, en la medida en que esta sanción no opera de manera automática e inexorable, por lo que de hallarse asistido de razones de buena fe, no habría lugar a la indemnización moratoria.
En el sub-lite, la demandada negó en la contestación de la demanda, haber fungido como empleadora de su contradictora, no obstante, que reconoció haberle cancelado $15.000 por cada día, que ésta le realizaba las labores hogareñas en su residencia, sin que tales menesteres domésticos se realizaran diariamente, sino esporádicamente. Ciertamente, ese entendimiento de no haberse prestado el servicio en forma diaria, tal cual se comprobó en el proceso, le dio a la deudora la convicción, aunque errada, de no estar frente a un contrato de trabajo, error aún generalizado en nuestra sociedad, bien la colocaba en una posición exenta de mala fe, y por ende, suficiente para que obtenga la exoneración al reconocimiento de la indemnización moratoria, como en efectivo se procederá. Sin embargo, las condenas impuestas deberán ser canceladas debidamente indexadas al momento del pago, tal como se solicitó en la demanda.
No se declararán probadas las excepciones propuestas por la demandada, salvo parcialmente, la excepción de prescripción, la que como ya se anotó solo prospera para aquellos créditos exigibles con antelación al 4 de noviembre de 2011.
Así las cosas, se revocará la sentencia impugnada, para en su lugar, efectuar las declaraciones condenas antes dichas.
No se condena en Costas de esta instancia, como quiera que ambos recursos prosperaron. En cuanto a las de primera instancia y dado el resultado del recurso, es prudente, rebajarlas de un 80% a un 40%, con lo que se accede parcialmente la alzada de la accionada en este tópico.
En mérito de lo expuesto, el H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA


Revoca la sentencia conocida en apelación por ambas partes. 

En consecuencia:

1. Se declara que a Alicia Inés Valencia Osorio y a Sandra Lucía López Clavijo, la primera como trabajadora y la segunda como empleadora, las ligó un contrato de trabajo que perduró desde el 30 de diciembre de 2004 al 17 de marzo de 2014, el cual se ejecutó una vez a la semana, en horario de 8 de horas, para un total de 480 días en ese lapso.
2. No declarar las excepciones propuestas por Sandra Lucía López Clavijo, salvo parcialmente la de prescripción para aquellos créditos exigibles con antelación al 4 de noviembre de 2011.

3. Condena a Sandra Lucía López Clavijo en pro de Alicia Inés Valencia Osorio, al reconocimiento de los siguientes rubros laborales: diferencia salarial: $64.537, Auxilio de Cesantía: $653.697, intereses a las mismas: $3.196, compensación en dinero de vacaciones: $410.667, indemnización por despido injusto: $752.752. Estas condenas se cancelarán debidamente indexadas al momento del pago.
4. Absuelve a Sandra Lucía López Clavijo por concepto de indemnización moratoria, pensión sanción y calzado y vestido de labor.
5. Condena en Costas en primera instancia en un 40%, en contra de Sandra Lucía López C., y en pro de Alicia Inés Valencia Osorio. En segunda instancia no hay lugar a condena en costas.

NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.

El Magistrado Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Las Magistradas,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA                  ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN         
                                     Alonso Gaviria Ocampo

                                                              Secretario
ANEXO 

	Año 
	No. Días laborados 
	Salario base 
	Cesantías 
	Intereses a las cesantías 
	Compensación de Vacaciones 
	Total 

	2004
	1
	$358.000
	$994
	 
	 
	$994

	2005
	52
	$381.500
	$55.106
	 
	 
	$55.106

	2006
	52
	$408.000
	$58.933
	 
	 
	$58.933

	2007
	52
	$433.700
	$62.646
	 
	 
	$62.646

	2008
	52
	$461.500
	$66.661
	 
	 
	$66.661

	2009
	52
	$496.900
	$71.774
	 
	 
	$71.774

	2010
	52
	$515.000
	$74.389
	 
	 
	$74.389

	2011
	52
	$535.600
	$77.364
	$232
	 
	$77.597

	2012
	52
	$566.700
	$81.857
	$1.419
	 
	$83.276

	2013
	52
	$589.500
	$85.150
	$1.476
	 
	$86.626

	2014
	11
	$616.000
	$18.822
	$69
	$410.667
	$429.558

	TOTAL 
	$653.697
	$3.196
	$410.667
	$1.067.559
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